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Resol. Serie “B” N° 01
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los dos días del mes de febrero de dos mil veintiuno, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, como Presidente, y los Dres. Ana Rosa Rodriguez y,Eduardo José Ramón Llugdar  como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con las Dras. Adriana Carolina del Carmen Mines y Analía Verónica Paez, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 190/203 del Expte. Nº 19.265 – Año 2019 – Autos: “Iñiguez Mirtha Liliana c/ Cáceres Héctor Sebastián y/u otros s/ Diferencia de Sueldos, etc. - Casación Laboral”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Ana Rosa Rodriguez y Eduardo José Ramón Llugdar, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, las Dras. Adriana Carolina del Carmen Mines y Analía Verónica Paez. 

El Sr. Vocal, Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo:



Y Vistos: 



Para resolver en los autos del epígrafe el recurso de casación interpuesto por la demandada a ff. 204/207 contra la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones de Trabajo y Minas de Primera Nominación, del 30 de agosto de 2018,  cuya copia certificada obra a ff.  190/203.--------------------------------------------------



Y Considerando:



I) Que el recurrente viene por esta vía a cuestionar la decisión del tribunal a-quo de rechazar el recurso de apelación interpuesto por su parte, confirmando en consecuencia el fallo de primera instancia el cual hizo lugar parcialmente a la demanda incoada, condenando al accionado a abonar los rubros:  indemnización por antigüedad, indemnización sustitutiva de preaviso,  indemnización art. 2 de la ley 25.323, días trabajados mayo 2012 (22 días), sueldo anual complementario 2011 y primer semestre 2012, integración mes de despido y sueldo anual complementario sobre dicha integración, vacaciones adeudadas año 2011 y vacaciones proporcionales 2012 y sueldo anual complementario sobre dichos rubros todo teniendo como fecha de ingreso el día 11 de marzo de 2011 categoría "A" del CCT  Nº 130/75. Por otro lado, el tribunal de grado rechazó diferencia de haberes calculada con bonificación por antiguedad y presentismo sumas remunerativas y no remunerativas  (junio 2010 hasta abril 2012), Sueldo anual complementario sobre la indemnización por antigüedad, sueldo anual complementario segundo semestre año 2010, vacaciones 2011, multa art. 43 Ley 25.345 y las multas de los arts. 8 y 15 Ley 24.013.-------                                    

Ante dicho resolutorio, ambas partes dedujeron apelación y el tribunal a-quo rechazó íntegramente el recurso de la demandada, admitiendo parcialmente el de la actora y estableciendo como fecha de ingreso el 1 de enero de 1992. Asimismo, extendió la responsabilidad al codemandado Sr. Héctor Humberto Caceres e hizo lugar a las diferencia de haberes,  sueldo anual complementario segundo semestre año 2010 y a las multas de los arts. 8 y 15 Ley 24.013.--------------------------------------------                             

II) Que en lo que interesa para resolver la cuestión planteada, cabe señalar que la actora inició demanda laboral reclamando los rubros derivados del despido indirecto  y relación laboral no registrada invocando haber cumplido tareas de maestranza en el supermercado "Centro Comercial Vanesa" de propiedad de los demandados .----------------------------------------------                          



Denuncia que el fallo del tribunal a-quo pasó por alto la verdad material conforme a los hechos alegados y probados en autos haciendo consideraciones parciales y arbitrarias  al establecer como fecha de ingreso el 1 de enero de 1992 y extender la responsabilidad al co demandado.------------------------------------------------ 

Asimismo considera que los órganos judiciales inferiores aplicaron  erróneamente los arts. 23,  57 LCT y el principio de primacía de la realidad por cuanto se utilizaron meras presunciones para arribar a una conclusión errada ya que nunca existió prestación de servicios por parte de la actora a su favor. En consecuencia, hace reserva del caso federal y solicita que este Alto Cuerpo haga lugar al recurso de casación articulado por su parte, revoque la decisión del tribunal a-quo y  rechace la demanda interpuesta por la actora.----                                   

III) Que a f. 228/229 y vta. la Excma. Cámara de Apelaciones de Trabajo y Minas de Primera Nominación declara admisible formalmente el Recurso de Casación planteado.------------------------------------------------                       



IV) A ff.  246/249 el Sr. Fiscal General se pronuncia por el rechazo de la casación. Manifiesta el Ministerio que si bien el recurrente denuncia errónea aplicación de la ley y de la valoración del material probatorio, violando en consecuencia su derecho de defensa y debido proceso, sus críticas apuntan en definitiva a que este Alto Cuerpo realice un nuevo examen de los hechos y pruebas, cuestiones ajenas de tratamiento en esta instancia extraordinaria, salvo invocación expresa y puntual demostración de absurdo o arbitrariedad, lo cual no se advierte en los presentes.--------------------------                                      

Por otro lado, entiende la Fiscalía que no merece recibo el agravio del recurrente respecto a la errónea aplicación por parte del tribunal a-quo a las presunciones contenidas en los art. 23 y 57 LCT, por cuanto de la prueba se evidencia que la demandada reconoció la prestación de servicios de la actora y dicho reconocimiento,  por más que niegue el carácter laboral de la misma torna operativa dicha presunción.----------------                                        

A más de ello, cabe señalar que la cuestión planteada por el recurrente en relación a la condena solidaria a su parte quedó probada en base a  la falta de registración del vínculo laboral, lo que implicó un fraude a la ley de ambos empleadores por cuanto de las testimoniales se pudo establecer que los demandados se desempeñaban conjuntamente como dueños. En consecuencia y en razón de lo expuesto estima el Sr. Fiscal que el recurso  traído a estudio debe ser rechazado.-------------                                   



V) Que atento a lo dispuesto por el Código Procesal Laboral (CPL), de aplicación a los procesos en curso al momento de su entrada en vigencia (art. 206 CPL), corresponde en este estadio procesal expedirse en primer término sobre la admisibilidad formal de la casación bajo estudio (art. 193 CPL).-----------------------------------                                  

En efecto, cabe señalar que amen del juicio de admisibilidad efectuado en su oportunidad por la cámara de apelaciones, este Alto Cuerpo, como tribunal del recurso, se encuentra facultado y debe en esta instancia, controlar todos los recaudos de admisibilidad formal del recurso incoado, a fin de evitar un dispendio jurisdiccional innecesario, que atente contra los principios de celeridad y economía procesal(art 1 CPL).---------------------------                                     

En  consonancia, este Alto Cuerpo tiene dicho que: "es prioritario examinar las condiciones de admisibilidad formal del remedio intentado, denotándose que los requisitos establecidos por la legislación formal para dar curso al recurso de casación son taxativos y su revisión no se puede soslayar bajo ningún aspecto, ya que lejos de constituir solemnidades innecesarias, su objetivo es evitar que se desvirtúe la naturaleza excepcional de esta vía procesal, constituyendo, por ende, una garantía para la seguridad jurídica" (S.T.J., Resol. Serie “B” N° 91 - Expte. Nº 17.997  Año 2013. Autos: “Diosquez Juan Ramón c/ Nubie Mario Enrique y/u otros s/ Indemnzación por Antigüedad, etc. ‑Casación Laboral 25/08/2014”).----------                                        

En dicha tarea, se advierte de las constancias de la causa, que  el recurso extraordinario ha sido impetrado en el plazo fijado a tal fin (cargo de mesa de entradas a f. 207 vta. y notificación  de f. 209.), contra una sentencia definitiva emanada de la Cámara de Apelaciones conforme lo dispuesto por los arts. 181 y 183 CPL.------------------------------------------------------                                      

Ahora bien, cabe señalar respecto al recaudo impuesto por el art. 186 CPL que si bien el apoderado de la demandada no indicó en el escrito casatorio en representación de cual de sus poderdantes interpuso el recurso, por cuanto se limitó a invocar  genéricamente el patrocinio que ejerce en este proceso en nombre de ambos, del desarrollo argumentativo puede inferirse la representación conjunta al hacer menciones mediante el vocablo “demandados”. No obstante, el apoderado debería haber especificado  cual de sus representados ejerce el acto de impugnación, como sujetos de derecho diferenciados, conforme lo requerido por el art. 186 del CPL, el cual reza que: "el recurso de casación debe bastarse a si mismo".-------------------------------------                                

A más de ello, dicho recaudo importa también, respecto al requerimiento del depósito en dinero por el capital de condena, intereses y costas provisorias que exige el art 187 CPL, por cuanto éste Alto Cuerpo tiene sentado criterio en que: "Cuando la casación es interpuesta por mas de un demandado, cada uno de ellos debe cumplir con la garantía del depósito previo" (S.T.J Resol. Serie "B" Nº 132 Expte. Nº 18.263 “Chazarreta Ramón Andres c/ Veraye Ómnibus S.A. y/u otros s/ Indemnización por Antigüedad, etc. - Casación Laboral" 06/10/2015).  En consecuencia, y conforme lo manifestado en el párrafo que antecede, en el entendimiento de que se presentaron ambos demandados ‑condenados mediante la sentencia cuya revocación persigue-, cabe analizar si cumplieron con el requisito del depósito previo (art 187 CPL),  por cuanto dicho requerimiento se justifica ante la posibilidad de que se revoque la condena impuesta al recurrente que cumplió con el depósito, y se confirme respecto de aquel que no lo hizo.-------------------------------------------                                 

En primer lugar, este Alto Cuerpo no advierte en  la resolución de la cámara de apelaciones que declara admisible el recurso (ff 228/229 vta.) una distinción entre los demandados o quien cumplimentó con lo exigido en el art 187 CPL,   sólo señala que la demandada ofreció a los fines de dar cumplimiento a dicho recaudo en sustitución del depósito en dinero un bien inmueble rural, ubicado en la ciudad de Los Juries y una prueba  testimonial al efecto.  Así cabe destacar que el art. 187 CPL dispone que el Tribunal podrá en forma excepcional autorizar la sustitución del depósito por otra garantía, previa acreditación sumaria de la situación económica del peticionante que justifique el cambio solicitado (S.T.J. Resol. Serie "B" Nº 102. Expte. Nº 18.160 Año 2014  Autos: “Floreani Juan Alberto c/ Banco Santiago del Estero S.A. s/ Sueldo Integrativo Mes Despido, etc. ‑ Casación” 04/07/2017).----------------------------------------------                                  

En consonancia con lo antes dicho, de f. 235 surge que el bien ofrecido por la demandada en sustitución del depósito en dinero es de propiedad del Sr. Héctor Humberto Caceres, sin que se expongan los motivos de porque se solicita la sustitución, carga impuesta por la ley como presupuesto de admisibilidad formal del recurso intentado, pretendiendo justificar dicho pedido con la declaración de dos testigos, los cuales no determinan con claridad  a cual de los demandados se refieren, ni haber tomado contacto directo a través de sus sentidos con las situaciones o hechos que declaran, razón por la cual, las declaraciones testimoniales son insuficientes a los fines pretendidos.----------------------------------------------                                    

A más de ello, cabe destacar que dichas testimoniales, a los fines de justificar la sustitución del depósito en efectivo, debieron ser respaldadas o completadas  mediante prueba o constancia documental que demuestre fehacientemente que el recurrente no posee los recursos económicos suficientes a los fines del depósito en efectivo exigido por la norma, surgiendo de autos que sólo se acompañó  al efecto un informe del Registro de la Propiedad de dominio y  tasación del inmueble rural.------                   



En este contexto, este Alto Cuerpo tiene sentado criterio en  que el casacionista en primer lugar debe acreditar que no cuenta o no tiene la probabilidad cierta de contar con la suma requerida, por cuanto es éste quien debe desplegar la actividad probatoria a los fines de acreditar que su situación económica le impide dar cumplimiento al depósito en dinero,  y recién ante dicha circunstancia, quedaría habilitado el derecho a ofrecer otra garantía en sustitución. (S.T.J. Resol. Serie "B" Nº 127. Expte. Nº 19.141 – Año 2018 – Autos: “Avila Antonio y otros c/ Haure Juan y otros s/ Indemnización por Antigüedad, etc. - Casación Laboral”.” 18/09/2019).-------                      



En consecuencia, siendo este el marco en el cual fue interpuesto el recurso de casación, no estando cumplimentada la exigencia legal requerida en el art. 187,  debe declararse inadmisible el recurso incoado,  por cuanto el demandado Héctor Humberto Cáceres, propietario del inmueble ofrecido en garantía, no acreditó la imposibilidad de cumplir con el depósito conforme lo establece el art. 187 último párrafo. Por otro lado, el demandado  Héctor Sebastian Cáceres, no sólo no acreditó no poder realizar el depósito requerido sino que tampoco ofreció otra garantía a tal fin.--------------------------

Por lo expuesto, y oído que fuere el Sr. Fiscal General: Voto por: I) Declarar Inadmisible el Recurso de Casación interpuesto por los demandados Hector Sebastian Caceres y Hector Humberto Caceres a ff. 204/207 contra la sentencia de la Excma. Cámara de Trabajo y Minas de Primera Nominación del 30 de agosto de 2018 obrante a  ff. 190/203. II) Con Costas.----------------------------------


A las mismas cuestiones, el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, dijo:



Y Vistos:



Para resolver en los autos del epígrafe, el recurso de casación interpuesto por el apoderado de la demandada a fs. 204/207, en contra la sentencia de la Excma. Cámara de Apelación de Trabajo y Minas de Primera Nominación de fecha 30/08/18, que obra a fs. 190/203.-----

Y Considerando:



I) Que esta Vocalía, adhiere a los Considerandos I a IV del voto que antecede, ya que contiene una relación de la causa que satisface las exigencias legales, debiéndose remitir a los mismos, en honor a la brevedad.-- 



II) Previo a ingresar al estudio de los agravios que sustentan la casación interpuesta, corresponde en éste estadío procesal expedirse en primer término sobre la admisibilidad formal de la apelación extraordinaria bajo estudio (art. 193 Ley 7.049). En ese afán y advirtiendo que de las constancias de la causa, surge que el recurso de casación ha sido deducido en el plazo fijado a tal fin (fs.207 vta. y 209) y contra sentencia definitiva (fs. 190/203). Al ser deducido por la parte demandada contra sentencia condenatoria corresponde el depósito previo del capital, intereses y costas provisorias conforme a lo ordenado por el art. 187 Ley 7.049; en tal caso es necesario efectuar el análisis para verificar si se cumplió con tal requisito, toda vez que en el entendimiento de que se presentaron ambos demandados ‑condenados mediante la sentencia cuya revocación persigue, debieron cada uno por su parte, efectivizarlo, ante la posible eventualidad de que se revoque la condena impuesta al recurrente que cumplió con el depósito, y se confirme respecto de aquel que no lo hizo.----------------



La finalidad del depósito previsto en el art. 187 del CPL es justamente asegurar que de confirmarse la condena el trabajador pueda ver satisfecho su crédito, en el caso que el obligado al pago no cumpla con aquella en forma voluntaria (art. 199 último párrafo del CPL).-------

Exigir a las dos casacionistas el depósito del art. 187 del CPL, es ajustado a derecho y responde a la finalidad tutelar que la misma persigue. (Conforme STJ Sgo del Estero “Expte. N° 1.107 Año 2005 Autos: “Orellana Pedro Ricardo c/ Compañía Argentina de Teléfonos S.A. s/ Pago de Haberes, etc. Queja por Casación Denegada”. Resol S B Nº 222 del veintiocho de junio del año dos mil seis).-

Así es de advertir que de las constancias de autos surge que la apoderada de los demandados interpone el recurso en representación de los mismos (Héctor Humberto Cáceres y Héctor Sebastian Cáceres); que al momento de solicitar la sustitución del deposito en efectivo (fs. 222), ofrece a tales fines en garantía un bien inmueble, cuya MFR Nº 27-4439, inmueble designado como LOTE 42-1-g, en el lote 42 de la sección F del denominado El Boquerón, encerrado en la poligonal 117-116-33-32. De las constancias agregadas surge que dicho inmueble pertenece en propiedad en forma exclusiva a uno de los demandados, Sr. Héctor Humberto Cáceres, conforme informe del Registro General de la Propiedad Inmueble (fs. 221). De lo expuesto se constata que el co-demandado, Sr. Héctor Sebastian Cáceres, no dió cumplimiento a lo exigido por la normativa vigente (art. 187 párrafo 5), por cuanto no surge de autos que hubiera efectuado el previo deposito en dinero, ni ofreció en sustitución un bien de su propiedad en garantía; razón por la cual no se puede dar por cumplimentado tal requisito, debiendo en consecuencia declararse inadmisible el recurso con relación al mismo.--

III) Ahora bien, con respecto al Sr. Héctor Humberto Cáceres, habiendo solicitado la sustitución autorizada por la normativa vigente (art. 187 párrafo 5) y acreditado sumariamente su situación económica (fs. 225/226) ante la imposibilidad de hacer tal deposito en efectivo, es que considero que se encuentra cumplimentado dicho requisito. Ya que de admitirse lo contrario importaría un exceso ritual manifiesto por cuanto el bien ofrecido en garantía, conforme a la tasación de inmueble acompañada por el accionado (fs. 215), preserva la seguridad del cobro de la indemnización por parte del trabajador en caso de así corresponder. Estimamos que el rigorismo formal debe ceder, y otorgar a la demandada condenada, la posibilidad de ofrecer garantía suficiente a efectos de afianzar el crédito de la actora, esto es, bienes a embargo para cubrir suficientemente el monto de la condena y sus accesorios. Frente al carácter instrumental de la norma adjetiva, es menester advertir que el mismo no debe colisionar, cuando se realiza una aplicación literal de la norma, con el espíritu emergente de nuestra plexo constitucional que garantiza la tutela jurídica efectiva. De este modo, "las leyes deben interpretarse teniendo en cuenta el contexto general  y los fines que las informan, de la manera que mejor se compadezcan con los principios y garantías constitucionales, en tanto con ellos no se esfuerce indebidamente la letra o el espíritu del precepto que rige el caso. (Corte Sup., 19/12/91 - Mansilla, Manuel A. v. Hepner, Manuel y otro). J.A.- 1992-II-454). En idéntico sentido, la Corte Suprema ha sostenido que: "La exégesis de la ley requiere la máxima prudencia, cuidando que la inteligencia que se le asigna no pueda llevar a la pérdida de un derecho, o que el excesivo rigor formal de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción y traduzca una renuncia consciente a la verdad jurídica objetiva (Ginocchio, Luis Geronimo c. Fundación Universal de Belgrano del 20/11/90). De este modo, el criterio de La Corte Suprema se orienta a ponderar a la verdad objetiva por sobre el excesivo rigor formal, privilegiando "el adecuado servicio de justicia, garantizado en el art. 18 de la Constitución Nacional"(L.L.: t.19 - pag. 17 "El excesivo rigorismo en la aplicación de la ley procesal" por Isidoro Gueller).---

Que por las razones expuestas, respetando la garantía constitucional de tutela judicial efectiva y en el entendimiento que con esta postura también se preserva la seguridad del crédito obtenido por el actor-trabajador, es de mi opinión que corresponde dar por cumplido con relación al Sr. Héctor Humberto Cáceres el requisito establecido por el art. 187 de la Ley 7.049, con el embargo del bien indicado (fs. 235) por cuanto reune las condiciones que justifican su titularidad, disponibilidad y sin gravámenes anteriores que afecten a aquéllos, con determinación y/o valuación suficiente para cubrir la condena, gastos y honorarios, dependiendo todas estas circunstancias de un serio y detallista análisis por parte del Tribunal interviniente al momento de considerar el ofrecimiento, las cuales en cada caso deberán ser analizadas y justipreciadas por aquel al momento de decidir sobre la admisibilidad del recurso de casación de que se trate, no perdiendo de vista el equilibrio entre los intereses del actor y del demandado, con el principio del debido proceso, la efectiva tutela judicial consagrada en el Art.48 de nuestra Constitución Provincial y el aseguramiento del crédito condenado a favor del actor, a la que este sentenciante pretende darle plena vigencia.---

También no debe perderse de vista el estándar establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Cantos vs. Argentina” sentenciado en el año 2002, en donde abordando los alcances del Art. 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, sancionó a la República Argentina con la responsabilidad internacional sosteniendo que si bien el acceso a la justicia no es absoluta y puede estar sujeto a algunas limitaciones discrecionales por parte del Estado, lo cierto es que éstas deben guardar correspondencia entre el medio empleado y el fin perseguido (párrafo 54); además de estimar que para satisfacer el derecho de acceso a la justicia no basta que en el respectivo proceso se produzca una decisión judicial definitiva sino que también se requiere que quienes participan en el proceso puedan acceder a los recursos sin verse obligados a pagar sumas desproporcionadas o excesivas para ello; ya que ello puede conducir a obstruir en forma indebida su acceso (párrafo 56,60 entre otros).---------------------------------------

IV) Ingresando a examinar los agravios planteados por el demandado en el presente recurso, se observa que el Tribunal de Grado rechazó el recurso de apelación interpuesto por la demandada, e hizo lugar parcialmente al recurso de apelación planteado por la actora, en contra de la sentencia definitiva de fecha 09/03/2017, estableciendo que la fecha de ingreso de la accionante fue el 01/01/1992; asimismo revocó la resolución que hace lugar la Excepción de Falta de Legitimación Pasiva incoada por el Sr. Hector Humberto Cáceres, extendiendo su responsabilidad hacia el mismo; a la par que revocó la resolución que rechazaba los rubros Diferencia de Haberes, SAC Segundo Semestre año 2010 y las Multas arts. 8 y 15 Ley 24.013 haciendo lugar a los mismos, confirmando la sentencia en lo demás.-------------

Del estudio de los agravios se advierte que el recurrente califica de arbitraria y absurda la valoración de la prueba que efectuara el tribunal de grado, sin embargo entiendó que sus manifestaciones no logran acreditar que en dicha tarea axiológica el sentenciante haya transgredido los principios de la lógica, conforme los cuales, por imperativo constitucional y de la normativa ritual, los jueces deben resolver las causas sometidas a su conocimiento con fundamentación lógica y legal, conminándose con nulidad los actos decisorios que trasgredan dicho mandato.---------------------------------

Y en esa tarea motivacional, el Tribunal está compelido a procurar la reconstrucción de los hechos sometidos a juzgamiento, lo que –forzosamente- supone la tarea intelectiva de escoger entre las diversas pruebas que resultan más relevantes dando razón suficiente de tal juicio. La debida motivación, entonces, exterioriza -desde un enfoque endoprocesal- el mecanismo descriptivo y justificante que, en base a una argumentación racional y una ponderación probatoria fundada, sustente la decisión propiciada.-----------------------------------------------

Ya fue sostenido por esta Vocalía en pronunciamientos anteriores que se entiende por motivar -en relación a una decisión jurisdiccional- a la exteriorización de la justificación que realiza el juez o el tribunal de juicio, en relación a la resolución tomada. Que dicha motivación, debe estar gobernada por los principios de la lógica y de la experiencia, los que deben ser concebidos con prudencia, rectitud y sabiduría en relación al caso concreto, es decir bajo las reglas de la sana crítica (“Pellizari Jose Alberto S.D. Lesiones Graves Calificadas por el Vínculo E.P. Salomon Silvia S/ Casación”, Expte. Nº 15.628 - Año: 2005).-----------------

Dicho proceso, debe permitirle reconstruir aproximativamente, la verdad de los hechos, obteniendo la razón suficiente para que los argumentos dados tengan un soporte en las cuestiones fácticas que se consideran acreditadas en la causa, y que le permitan aplicar la norma sustantiva que considere apropiada o más adecuada. En la motivación, el juez expresa la justificación en la que sustenta los fundamentos de su decisión, y la forma en que arriba a la misma, mediante el modo y valoración que efectúa en referencia a las cuestiones de hecho que se han producido y plasmado en el expediente, y en el que se apoya para formar su convicción. En definitiva, la sentencia será fundada, cuando mencione los elementos de prueba a través de los cuales arribó a la conclusión plasmada en la misma, elementos éstos que debieron ser válidamente incorporados al proceso, y la decisión, deberá siempre haber sido concebida, siguiendo las “leyes del pensamiento humano, de la experiencia y la psicología común”, tal cual lo afirma Julio V. Mayer (Derecho Procesal Penal I – Fundamentos – pág. 482, Ed. del Puerto).--------------------------------------------------

En base a ello resulta menester definir al control de logicidad como “el examen que debe realizar una Corte o tribunal superior para conocer si los razonamientos que explicitaron los jueces inferiores al dictar sus sentencias son lógicamente correctas” (Olsen Ghirardi, La lógica del proceso judicial, Ed. Lerner, 1987, pág. 44; Armando Andruet (h), Introducción a la argumentación forense, Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Córdoba, Advocatus, 1999, págs. 21 y sgtes.). Entonces, el control de logicidad se cumple mediante la observancia de los principios de verificabilidad, en tanto los motivos que la sostienen sean claros y expresos; y racionalidad, que estén brindados los mismos motivos dentro del marco de ser un acto de razón. Se agrega que “los defectos de éeste último se evidencian mediante la afectación a alguno de los principios lógicos –identidad, tercero excluido, no- contradicción y razón suficiente-. Entonces, las resoluciones judiciales deben contener la “razón” capaz de abonar lo enunciado en el juicio forense, y dicha razón será suficiente cuando baste por sí sola para servir de apoyo completo a lo enunciado en el juicio. Por consiguiente, no hace falta nada más para que el juicio sea plenamente justificado” (conf. Romero Pucciarelli, “Lógica”, Espasa Calpe, 1945, pág. 34, citado en Andruet, ob.cit., pág. 64).----------------------------------------

Por otro lado, se ha de recordar que el control de logicidad no autoriza a esta Sala a corregir o modificar las conclusiones extraídas del análisis de circunstancias de hecho y valoración de la prueba.--------

V) Trazada esta línea directriz, es indispensable escrutar si el razonamiento del órgano jurisdiccional se relaciona armónicamente, a partir de la percepción y selección de los hechos formulados, las pruebas rendidas y las normas jurídicas, con la solución propiciada.-----------------------------------------------  

Se ha de destacar que el mérito en la sentencia atacada determinó, en lo atinente a la fecha de ingreso de la actora, que la prueba testimonial resultó clara, precisa y contundente, en cuanto a que la misma se hallaba prestando tareas con anterioridad a la fecha de contratación del seguro (11/03/11), valiéndose para ello de las distintas declaraciones, especialmente la efectuada por el testigo Acuña (que obra a fs. 155); determinando en consecuencia que la prueba testimonial no ha sido correctamente valorada por el juez a quo, revocando lo decidido por el mismo y estableciendo como fecha de ingreso de la accionante el día 01/01/1992.---------------

La suma de estos testimonios, fundados y concordantes, los cuales, aunados a las condiciones de irregularidad registral y la finalidad protectoria del derecho del trabajo (conf. Art. 14 bis CN), revistieron para el Tribunal de Apelación la suficiente entidad para tener por acreditada la existencia de la relación laboral de dependencia como la fecha de ingreso invocada por el accionante, quedando a cargo de la patronal el demostrar lo contrario.---------------------------------------------

Asimismo con relación a la legitimación pasiva del Sr. Hector Humberto Cáceres, de la prueba rendida se pudo observar que el tribunal a quo efectuó un analisis pormenorizado con relación a la misma, valiendose principalmente del oficio diligenciado a la AFIP (fs.139), asi como también de las testimoniales (fs.155/156), llegando a la conclusión que el desempeño del Sr. Cáceres era la de un empleador, haciendo lugar a la demanda en contra del mismo y extendiendo la responsabilidad del débito laboral a su respecto.-----------------------------

En orden a ello las acertadas razones que abonan tal juicio se desprenden del art. 23 de la LCT que en cierta medida representa la llave para la solución de los conflictos laborales cuyo eje sea el reconocimiento de la relación laboral. Es por ello que, se torna necesario recordar el criterio que esta Sala Laboral ha sentado respecto de dicho precepto normativo, a los fines de verificar si asiste razón al apelante en sus quejas. En “Ibañez Nora A. y Otros c/ Club Centro Recreativo y/u Otros s/ Diferencia de Jornales, etc. Casación" (STJ Resol. del 19/09/2005), “Muñoz Somoza Ricardo Orlando c/ Sipreco Colegio de Médicos de Santiago del Estero y/o Resp. s/ Comisiones Impagas, etc. Casación Laboral” (STJ Resol. del 28/4/2009) entre otros, se ha señalado que lo establecido por el art. 23 de la LCT, implica en su aspecto práctico eximir al pretendido trabajador de la prueba directa de todas las notas legales típicas del contrato de trabajo autorizando a presumirlo ante la prueba de la prestación.----------------------------------

Esta figura produce una inversión de la carga probatoria a partir de un supuesto definido por la ley. La presunción del art. 23 LCT opera ante la prestación simple de servicios, es decir, no requiere la acreditación de que los servicios fueron prestados en forma dependiente o subordinada. Ello por cuanto una interpretación en tal sentido subvierte el mandato legal exigiendo al presunto dependiente probar el contrato o la relación de trabajo (art. 21 LCT) a través de la acreditación de su nota más típica (la subordinación) para recién tener por presunto el contrato de trabajo. En consecuencia, si el Tribunal -conforme la valoración de la prueba- entiende acreditada la prestación de servicios, como la fecha de ingreso, cobra vigencia la presunción y queda en el empleador la tarea de desvirtuarla.------------------------------------

Expuesto lo anterior, se observa que los argumentos brindados por el Tribunal de apelación, hoy atacados, encuentran acabado soporte en las cuestiones fácticas acreditadas en la causa, dotando de razón suficiente para servir de apoyo completo a lo enunciado en su decisorio.---------------------------------------------

Por otro costado, se ha de resaltar que el impugnante no ha logrado demostrar que la valoración de los hechos y la prueba llevada a cabo por el Tribunal de mérito esté viciada de absurdo, limitándose a exteriorizar una mera discrepancia subjetiva, proceder que no es idóneo para demostrar la existencia de absurdo, conforme a las características que reiteradamente ha delineado este Superior Tribunal al respecto. “En materia de prueba la materia se complica más para el recurrente, ya que en relación con la pretendida revisión de su apreciación, las dificultades del impugnante se ven multiplicadas, habida cuenta que los cuestionamientos de esa índole, por vincularse con un tema como es el de la amplitud de las facultades de los jueces de instancia para seleccionar y valorar las pruebas rendidas ante ellos, atañen a aspectos que resultan gobernables por aquellos y -por vía de principio- ajenos al carril extraordinario de la casación. Por consiguiente, las discrepancias del recurrente con el criterio seguido por los jueces en la selección y valoración de las pruebas, no sustenta la tacha de arbitrariedad en que se pretende fundar una casación aún cuando se invoque error en la solución que se impugna” (Obs. del Sumario: La Casación un modelo eficiente Augusto Morello - Edit. Platense - Edic. 1993 p. 183 STJ S 27-10-2004, “Conferencias Sras. San Vicente Paul c/ Bonacina Juan Manuel y Otros s/ Desalojo Casación” Fte. JUSE); (STJ Sgo. del Estero Expte.15.275/04: Ibañez, Raúl Eduardo y Otros c/ Produnoa S.A. y/o Responsable s/ Jornales Impagos, etc. Casación Laboral” Sent. de Oct/05).---------

En efecto, el apoderado del demandado expone su propia valoración de la prueba, sin que de dicha argumentación se desprenda algo más que una visión personal en apoyo a su tesis recursiva. Si bien sostiene que la sentencia objetada es arbitraria y contraria a derecho, de su exposición no se advierte de modo palmario e irrefutable alegación alguna en la que se encuentre comprendido un supuesto de hecho o de derecho que conduzca a sospechar la presencia de vicios que descalifiquen el pronunciamiento como acto jurisdiccional válido.----------

VI) Por último y luego de analizar el resolutorio recurrido, con el objeto de determinar el enlace lógico y jurídico existente entre lo expuesto y lo resuelto por el tribunal de grado, a fin de verificar la justificación dada al caso en cuanto a los motivos y razones que llevaron a tal conclusión, se observan atinadas las conclusiones brindadas a partir de la prueba ponderada, las que impiden otorgar otra consecuencia distinta al actuar del actor que no sea la conclusión abordada en la instancia anterior.------------------------

Lo que acontece es que la tesitura consignada por el Tribunal de apelación resulta, además de clara, respetuosa de las reglas del pensamiento, al haberse explicitado las razones que sirvieron de base a la conclusión a que se arriba y aportando al justiciable los elementos de juicio necesarios para verificar el mecanismo de discernimiento utilizado, todo lo cual descarta de plano la existencia de un déficit formal que afecte la motivación de la solución dispensada.---------------------

En consecuencia, el control de logicidad requerido fue cumplido mediante la observancia de los principios de verificabilidad, en tanto los motivos que la sostuvieron fueron claros y expresos como fue explicitado en el considerando anterior; abrazados todos dentro del marco de ser un acto de razón.----------------------------  

Dicho de otro modo, el acto decisorio en crisis cuenta con el suficiente discurso explicativo que -según los cánones racionales- movió a los juzgadores a considerar esos elementos probatorios para la solución del conflicto, sin que con ello quede comprometida su validez formal y sustancial.--------------------------------------

Por lo expuesto, Se Resuelve: I) Declarar Inadmisible el Recurso de Casación interpuesto por el co demandado, Sr. Hector Sebastian Cáceres, conforme a lo expuesto en el considerando II). II) No ha lugar al Recurso de Casación interpuesto por el apoderado del demandado, Hector Humberto Cáceres, en contra de la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones del Trabajo y Minas de Primera Nominación de fecha 30 de Agosto de 2018, obrante a fs. 190/203, en su mérito confirmar dicha resolución. III) Con Costas.------------------------------

A estas mismas cuestiones, la Dra. Ana Rosa Rodríguez, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, emitiendo su voto en idéntico sentido. 
 

A estas mismas cuestiones, la Dra. Adriana Carolina del Carmen Mines, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Ana Rosa Rodriguez - Eduardo José Ramón Llugdar – Adriana Carolina del Carmen Mines - Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero dos de febrero año dos mil veintiuno.
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